Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda abierto el acto. 
(Es la hora 17 y 13 minutos) 


La Comisión de Defensa Nacional da la bienvenida a los representantes del Colegio de 
Profesionales de la Marina Mercante, quienes han solicitado ser recibidos para realizar algunos planteos. 


Con mucho gusto les damos el uso de la palabra. 


SEÑOR GARCÍA.- Soy Capitán de Marina Mercante y me desempeño como Presidente del Colegio de 
Profesionales de la Marina Mercante. 


Antes de comenzar, quiero entregar a los señores Senadores un pequeño memorándum sobre los 
planteos que hemos venido a realizar y que iremos ampliando a lo largo de esta reunión. 


Como primer punto, me gustaría explicar qué es el Colegio de Profesionales de la Marina 
Mercante y quiénes son los marinos mercantes, porque he advertido -y es común que esto suceda- que 
hay un problema de comunicación, en el sentido de que se tiende a confundir la Armada Nacional con lo 
que es marina comercial o civil. 


En definitiva, los marinos mercantes son profesionales civiles que ejercen su carrera dentro del 
ámbito del transporte marítimo comercial. Por supuesto, dentro de ellos están aquellos que se especializan 
en el tema de la cubierta y los que lo hacen en el área de máquinas. 


El Colegio de Profesionales surge porque no había una estructura asociativa de esos dos grupos 
que integran la Marina Mercante y, además, con la intención de preparar el terreno en razón del proyecto 
de ley de colegiación de los gremios profesionales que actualmente se está analizando en las Cámaras. 
Adelanto que somos sus firmes defensores, y vamos a explicar por qué. 


El Colegio fue fundado en junio de 2007 y sus objetivos fundamentales son: promover el 
desarrollo de la Marina Mercante nacional, promover y colaborar en la formación profesional, y actuar en 
defensa de las incumbencias profesionales, fines y objetivos. Actualmente, los profesionales civiles de 
Marina Mercante en actividad son aproximadamente 400, sin contar el personal subalterno compuesto por 
marineros, engrasadores, etcétera. 


Luego de hacerse consultas y asambleas, se ha arribado a la unánime opinión entre los 
profesionales, de que es necesario apoyar y promover la ley de colegiación. Hemos hablado con el señor 
Vicepresidente de la República, quien nos comentó la forma en que se realizará el proceso de la normativa 
que se está estudiando, la que constituirá una ley marco que luego devendrá en leyes particulares y 
específicas para cada profesión. 


Quisiera referirme ahora a los fundamentos que nos han llevado a formar el Colegio y cuáles son 
nuestros intereses. Específicamente, nos interesa la situación de la Marina Mercante y del transporte 
marítimo en general en nuestro país. Este es un problema que existe desde hace por lo menos cuarenta 
años, y en este momento el Uruguay no tiene una infraestructura que actúe sobre el transporte marítimo. 
En la actualidad estamos totalmente huérfanos, dado que no existe una organización directriz que integre 
al transporte marítimo, por lo que debemos depender exclusivamente de los barcos de terceras banderas. 
Esto genera un problema muy serio a la hora de desarrollar el comercio exterior, y pérdidas multimillonarias 
en dólares por concepto de fletes. Un ejemplo de esto es lo relativo al petróleo, puesto que ya el año 
pasado, cuando el precio del barril de crudo estaba en aproximadamente US$ 80, el Presidente de ANCAP 


en una entrevista para la televisión, dijo que el arrendamiento de buques petroleros extranjeros costaba a 
este organismo US$ 3 por cada barril transportado. Téngase en cuenta que el costo del barril de crudo 
aumentó -pasó de US$ 80 a US$ 110- y, por lo tanto, también se incrementó el precio de los combustibles y 
de los fletes. 


Realizando los cálculos constatamos que ANCAP está importando US$ 1.200:000.000 o 
US$ 1.300:000.000 por año de combustible o petróleo. Esta es una suma muy grande, máxime si 
recordamos que ANCAP no tiene barcos, aun cuando su ley constitutiva o los fundamentos de su creación 
indican que es una empresa monopólica también en lo que hace al transporte. 


A su vez, tenemos que enfrentar el problema de los barcos de carga seca. Uruguay no dispone 
de un solo barco de ultramar para movilizar su comercio exterior, ya sea para exportar o para importar. 
Estimativamente -solo podemos dar datos estimativos, porque no hay información fidedigna al respecto, 
pues es muy difícil de obtener- Uruguay está gastando en fletes para su comercio exterior más de 
US$ 500:000.000 al año, y esto lo estamos pagando todos. Cada cosa que tenemos arriba de la mesa, 
tanto si la importamos como si la exportamos, la paga el bolsillo de cada uno de los uruguayos, porque el 
flete está incluido en el precio. 


Reitero que desde hace muchos años no hay una política de transporte. Sin embargo, se 
sancionó una ley que declaraba de interés nacional a la Marina Mercante, pero nunca se aplicó. La Marina 
Mercante está manejada principalmente por el Ministerio de Defensa Nacional a través de la Armada 
Nacional. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas cuenta con una Dirección de Transporte Fluvial y 
Marítimo, que originalmente se denominaba Dirección de Marina Mercante. Salvo su cambio de nombre y 
poca cosa más, nunca ha ejercido ninguna otra función dentro de la planificación estratégica del transporte 
marítimo. Se trata de una Dirección muy limitada, que no ha despertado el interés particular de los 
Ministerios de las distintas Administraciones. 


Asimismo, se han aprobado diversas leyes que se fueron degradando y no se han aplicado. Por 
ejemplo, la Ley N* 14.100, de 29 de noviembre de 1972, creó el Fondo de Fomento de la Marina Mercante 
a través de un impuesto del 0,5% sobre el valor del costo, seguro y flete de la mercadería transportada en 
buques extranjeros y sobre las tasas consulares. La Ley N* 14.106 amplió la reserva de cargas en buques 
nacionales y la Ley N* 14.650 declaró de interés nacional el fomento y desarrollo de la Marina Mercante. 
Luego, estando vigente la Ley N* 14.106 sobre reserva de cargas en buques nacionales, el Decreto de 31 
de setiembre de 1994 -totalmente inconstitucional- eliminó el control que se efectuaba sobre este 
mecanismo; es decir que un decreto anuló una ley. Este es uno de los tantos ejemplos que muestran cómo 
se está manejando el asunto. La administración del Fondo de Fomento para la Marina Mercante ha estado 
a Cargo de una comisión honoraria compuesta por personas totalmente ajenas y desconocedoras del 
quehacer marítimo, es decir que administraban algo sobre lo que no tenían interés ni sabían a qué se 
refería. 


Los aportes de las tasas consulares aprobados por la Ley N* 14.100 no se aplicaron al Fondo de 
Fomento, o sea que si se cobraron no se vertieron al Fondo. 


Luego, por decreto, se eliminó el impuesto del 0,5% a las mercancías transportadas en buques 
extranjeros. 


Por su parte, la Ley N* 16.387 -mal llamada “Ley de Embanderamiento”- eliminó la mayoría de 
los beneficios anteriores y otorgó un poder absolutamente discrecional al Poder Ejecutivo a la hora de su 
aplicación, pues podía suprimir total o parcialmente el sistema de reserva de cargas en buques nacionales. 
Quiere decir que se aprobó una ley que, en realidad, daba el poder total y absoluto al Poder Ejecutivo para 
que la aplicara según le conviniera. 


A modo de ejemplo cabe mencionar que cuando se firmaron en Asunción los Acuerdos del 
MERCOSUR los días15 y 16 de julio de 1992, se establecieron como principios: 1%) igualdad de 
condiciones operacionales para buques de los Estados parte; 2%) dar preferencia a los armadores 
nacionales de los países del MERCOSUR para cumplir el tráfico de los Estados parte; 3%) implementar 
sistemas para evitar prácticas carterizantes de los armadores nacionales y las prácticas desleales por parte 
de terceras banderas; 49) incluir en el Acuerdo todas las cargas, exceptuando las que estén restringidas por 
las leyes respectivas de cada parte; y 5%) aplicar el principio de no cuotificación de carga. Para que este 
Acuerdo tuviera validez, debería ser aceptado por la unanimidad de todos los socios del MERCOSUR, o 
sea que bastaba con que un solo país no estuviera de acuerdo para que no fuera aplicado. 


Ahora bien, meses atrás, en una reunión de trabajo realizada en Río de Janeiro, se planteó 
nuevamente este tema de los principios que, como dije antes, fueron incluidos en el Acuerdo de 1992. 
Contra la opinión de Argentina, Brasil y Paraguay, nuestro país fue el único que no lo aprobó. Cabe 
preguntarse por qué no lo aprobó. Según la información que nos ha llegado, ello se debe a que existen 
intereses encontrados: los buques de bandera extranjera que están haciendo el tráfico entre Uruguay, 
Paraguay, Brasil y Argentina -pertenecientes a una compañía establecida en nuestro país- manifestaron 
que si esto se acordaba, tendrían que cambiar la bandera y poner bandera nacional. Además, esa 
empresa se retiraría del Puerto de Montevideo. De modo que es una situación que no convenía a la 
Administración Nacional de Puertos y, por esa razón, se tiró abajo el Acuerdo al que a estos efectos se 
había llegado en el marco del MERCOSUR. 


En síntesis, existe una contradicción de intereses entre la Administración Nacional de Puertos y 
el desarrollo de la Marina Mercante. Lo grave del tema es que la Administración Nacional de Puertos no 
tiene injerencia ni potestades para intervenir en un tema que le compete a la Marina Mercante. Esta es una 
de las pruebas que tenemos; al no existir un órgano rector director, cualquiera echa mano y hace y 
deshace según su conveniencia. En el año 1994 se vendió el último buque con bandera nacional y nunca 
más se reintegró otro. En este caso, los organismos vinculados tienen intereses disímiles y son los 
siguientes: la Dirección General de Transporte Fluvial y Marítimo del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas -una oficina de tercer nivel a la que nunca se le dio importancia- la Armada Nacional -que tiene 
una serie de tareas a su cargo, pero mantiene una organización propia del siglo XVIIl, no adecuada al 
transporte comercial- la ANCAP, que hace su juego, y la Administración Nacional de Puertos, que hace el 
suyo. 


Todo esto hace que estemos inmersos en un reñidero de problemas. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, me gustaría que hicieran uso de la palabra mis 
colegas y, posteriormente, evacuaremos las consultas que consideren pertinentes. 


SEÑOR MOLEDO.- Los señores Senadores se preguntarán por qué hemos solicitado una audiencia a la 
Comisión de Defensa Nacional. Sin duda, el problema que nos ocupa es netamente comercial y atañe al 
transporte, pero hete aquí que la dirección de Marina Mercante en nuestro país la ejerce el Ministerio de 
Defensa Nacional, pues funciona en la órbita de la Prefectura Nacional Naval. Por nuestra parte, si bien 
trabajamos como mercantes, somos todos egresados de la Escuela Naval, pues no existe otro instituto de 
formación. En consecuencia, en virtud de que nuestra actividad está regida por el Ministerio de Defensa 
Nacional, debimos dirigirnos a esta Comisión y, en el día de mañana, seremos recibidos por la Comisión de 
Defensa Nacional de la Cámara de Representantes. 


Esto hace que debamos abarcar unos cuantos temas a los efectos de una mejor información. Por 
cierto, hay varios aspectos que se unen y que intervienen en este problema; uno de ellos es la realidad 
marítima del Uruguay. De acuerdo con ella, todas las cargas entran y salen en buques de bandera 
extranjera. Como profesionales de la Marina Mercante, lógicamente, queremos defender nuestras 
posibilidades laborales y lograr, en lo posible, un perfeccionamiento de la profesión. Lógicamente, estos 
temas están vinculados porque todos necesitamos fuentes de trabajo para poder desarrollarnos. En este 


sentido, creemos que el hecho de que haya buques mercantes de bandera nacional propiciaría un mayor 
campo laboral y un perfeccionamiento profesional para la gente que está egresando. Por esta razón, figura 
entre nuestros intereses -también es un interés nacional- la creación de colegiaturas -esperamos se 
resuelva dentro de poco tiempo- y estamos bregando por perfeccionar la calidad de los estudios. 


Los señores Senadores que integran la Comisión de Defensa Nacional quizás se pregunten qué 
tiene que ver todo esto con la defensa nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendemos por qué es pertinente plantear este tema en esta Comisión. Quizás, 
lo más inteligente sea, una vez conocida vuestra opinión, dar cuenta de este tema a las Comisiones de 
Transporte y Obras Públicas y de Educación y Cultura del Senado. Por ejemplo, aquí se habla de 
colegiaturas, que es un tema propio de esta última Comisión. 


SEÑOR BAS.- En esta cuestión, como en otras, hay que unir esfuerzos y buscar una simplificación. 
También podemos hacer una comparación con lo que sucede en otros países respecto a este tema. En 
Brasil, en España y en muchos países del mundo, la Marina Mercante está separada del Ministerio de 
Defensa Nacional lo cual responde, básicamente, a una recomendación de las Naciones Unidas. Aclaro 
que con este planteo no queremos ir en contra de la Armada. 


SEÑOR GARCÍA.- El problema es el siguiente. Entendemos que esta cuestión está mal planteada, puesto 
que se dejaron pasar siglos, diría yo, porque continuamos utilizando el régimen de Felipe V, en el que la 
Armada se encarga del transporte comercial. Hoy por hoy, por dar solo un ejemplo, la Marina Mercante de 
Estados Unidos depende del Departamento de Comercio. Es más; en ese país ni siquiera lo que aquí es la 
Prefectura Nacional Naval pertenece a la Armada, sino al Departamento de Comercio. La Marina Mercante 
inglesa también pertenece al Ministerio de Comercio Exterior. Si bien en Uruguay no tenemos un Ministerio 
de Comercio Exterior, contamos con un Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que sería el que estaría 
más cercano a este tema. 


Esta situación trae como consecuencia un problema muy concreto. En Uruguay se han elaborado 
leyes en las que jamás -como no ha sucedido con otras profesiones- fuimos tenidos en cuenta y para las 
que se pidió asesoramiento de la Armada, y así han ido las cosas. Podemos decir que la Marina Mercante 
nacional ha sido un fracaso -lo venimos comprobando desde hace 40 años- pero ello responde a que no 
está bien encaminada. Es la misma situación que se daría si mañana se resolviera que el transporte 
terrestre, carretero, sea realizado por el Ejército porque cuenta con camiones. Obviamente, un ómnibus no 
es lo mismo que un tanque. Eso tiene que quedar claro. En este tema, además, se puso todo dentro de una 
misma bolsa y es así que surge un problema muy concreto, muy pesado, que paso a comentar. 


Uruguay es signatario, por ley, de los convenios de la Organización Marítima Internacional, 
dependiente de las Naciones Unidas. La Organización Marítima Internacional se encarga de la parte de 
seguridad y enseñanza marítima a nivel mundial. Cuando se firmó el convenio, allá por el año 1993 -muy 
tarde- esta Organización requirió ciertas pautas y normativas, que aquí no se han cumplido. En primer 
lugar, la OMI habla de tres organizaciones que tienen que estar integradas en cada Estado para manejar la 
Marina Mercante. Vamos a dejar bien claro que la Organización Marítima Internacional es exclusivamente 
para Marina Mercante. Sin embargo, la OMI habla de “autoridad marítima”, “administración marítima” y 
“administración de enseñanza marítima”. Cuando habla de “administración marítima”, se refiere al Gobierno 
del Estado parte; cuando habla de “administración de enseñanza marítima”, se refiere a los entes que 
brindan esa enseñanza; y la “autoridad marítima” es el organismo policial que tiene que hacer cumplir las 
reglamentaciones. Pero aquí se metió todo en un mismo cajón, es decir, “autoridad marítima”, 
“administración marítima” y “administración de enseñanza marítima” quedaron dentro del Ministerio de 
Defensa Nacional y de la Armada, por supuesto. Entonces, el Estado es a la vez parte, juez, jurado, fiscal, 
etcétera. El resultado es lamentable, porque se ha llegado a situaciones de concentración en un ámbito 
extraño a la actividad netamente comercial, lo que provoca una distorsión de los cometidos fundamentales 
de la Marina Mercante. No hay que ser muy avispado para darse cuenta de esto. Es más, tradicionalmente 


todos los encargados de la Dirección de Marina Mercante, sea en el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, ANP o ANCAP, han sido oficiales en actividad o retirados de la Armada, que evidentemente están 
cumpliendo un cargo con mayor o menor experiencia en el tema; generalmente, es mínima la experiencia 
que pueden tener en el transporte marítimo o comercial. Además, tampoco tienen mayor interés en el tema; 
por decirlo de algún modo, no se han puesto la camiseta. 


En definitiva, lo único que hemos obtenido es una situación profesional que nos afecta como a 
ningún otro profesional del país. Nosotros recibimos enseñanza pública, pero quiero hacer una aclaración: 
la estamos pagando. Según dice el artículo 71 de la Constitución, la enseñanza a nivel primario, secundario 
y terciario, así como los cursos de capacitación y de ampliación profesional, deben ser gratuitos y ofrecidos 
por el Estado. Sin embargo, nosotros estamos pagando por esa enseñanza a instituciones del Estado. 
Concretamente, por una disposición aprobada en una ley de Rendición de Cuentas -en este momento no 
recuerdo el número- se nos exige, para registrar el título, un pago en Unidades Reajustables. Es decir que 
el alumno mercante que recién sale de la Escuela tiene que pagar, sin haber trabajado, 15 Unidades 
Reajustables para registrar su título en la Prefectura. Estamos hablando de un decreto que se había 
dictado en el año 1975 y fue incluido en una ley presupuestal; en concreto, se trata de tasas para el Fondo 
de Salvaguarda de la Vida Humana en el Mar de la Prefectura Nacional Naval. Aquí hay abogados, 
escribanos, contadores y otros profesionales; entonces, yo pregunto si cuando fueron a registrar su título 
en la Suprema Corte de Justicia, en el Ministerio de Salud Pública o donde fuera, tuvieron que pagar para 
eso. 


Además, ese título no lo paga una vez sola, sino que también debe pagarlo luego, cuando va 
ascendiendo, de manera que un Capitán o un Jefe de Máquinas tiene que pagar 20 Unidades 
Reajustables. 


Por otro lado, con respecto a los cursos de capacitación que brinda la OMI, quiero decir que 
cuando ese organismo pidió que se ampliara, que se mejorara la capacitación profesional -si ustedes 
tienen acceso al convenio, podrán ver que esto se dice muy claramente- lo que realmente le interesaba a la 
organización -así como a las Naciones Unidas- era preparar profesionales que estuvieran capacitados para 
prevenir accidentes, mantener la seguridad, evitar la contaminación del medio ambiente, etcétera. 
Considerando que hay países que no tienen los medios ni los recursos para brindar esa capacitación al 
personal, la OMI ayudó -y lo sigue haciendo- con medios técnicos, financieros y de asesoramiento. 


Sin embargo aquí, en el Ministerio de Defensa Nacional, esos cursos, esas ampliaciones, se les 
están cobrando a cada uno de los interesados. Entonces, ¿cómo es la cosa? Esto lo tenemos que ver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos ir dejando por aquí este primer acercamiento con los temas planteados 
por nuestros visitantes, que son muy amplios. Asimismo, vamos a enviar la versión taquigráfica de estas 
intervenciones a la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado y al Ministerio de Defensa 
Nacional. Precisamente, más adelante -en breves minutos- vamos a hablar de estos temas con el señor 
Ministro de Defensa Nacional, que está esperando para ser recibido por la Comisión, a los efectos de 
empezar a trabajar apuntando a lograr lo que fundamentalmente todos buscamos, es decir, que Uruguay 
vuelva a tener una marina mercante con bandera nacional. 


Es en ese sentido que agradecemos mucho los aportes que nos han brindado, así como que nos 
hagan llegar permanentemente información respecto de lo que vaya sucediendo. No duden en volver a 
plantear un contacto con la Comisión -si no lo solicitamos antes nosotros- para ver de qué manera 
podemos ir avanzando en esto que a todos nos convoca. 


SEÑOR MOLEDO.- Quiero que quede claro que a la Marina Mercante pertenece todo barco que no es 
militar, por lo que incluye a los ferries, a los barcos remolcadores, a los buques de pesca, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos claro eso. 


SEÑOR MOLEDO.- Además, nosotros también ejercemos nuestra profesión en el extranjero, pero 
residimos aquí, en el país, y traemos divisas. 


A la vez, el impulso de la Marina Mercante nacional se ve en otro ejemplo que hoy está presente, 
que es el relativo a la pasta de celulosa y a los troncos. Sería bueno si se pudiera poner parte de esos 
cargamentos en una reserva de carga para buques nacionales. Se sabe que esa es una práctica normal, 
una protección, un flete seguro, como lo es con respecto al petróleo. No estamos hablando, por ejemplo, 
de los buques de línea, que es algo más complejo, porque entre ellos hay una competencia muy grande y 
es muy difícil reservar la carga ya que están cargando y descargando continuamente. 


Ahora va a empezar el otro emprendimiento celulósico y pensamos que una condición que se 
puede poner es esa. 


SEÑOR GARCÍA.- Justamente, de lo que habla mi colega es de lo siguiente. Aquí a las empresas que han 
puesto -y que van a poner- plantas de procesamiento de celulosa se les han concedido unas facilidades 
amplísimas en cuanto a terreno, exenciones impositivas, fiscales, etcétera. Sin embargo, Botnia, por 
ejemplo, contrata buques que son de una empresa japonesa para hacer sus fletes. Ya que el Uruguay es 
tan generoso, podría establecerse una cláusula que dijera algo así: “Señores: les damos todo esto, incluida 
una estancia, pero pongan un flete con barcos de bandera uruguaya. Si invirtieron US$ 1.200:000.000 o 
US$ 1.300:000.000, “tiren un huesito' y pongan barcos de bandera uruguaya para hacer los fletes”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin dudas, se trata de una iniciativa a tener en cuenta. 


Agradecemos al Presidente del Colegio de Profesionales de la Marina Mercante, Capitán Roberto 
García, y a sus acompañantes, por habernos brindado tan valiosa información y, de más está decir, 
continuaremos en contacto. 


(Se retiran de Sala los representantes del Colegio de Profesionales de la Marina Mercante) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


